








No sólo hay falta de inversión en infraestructura y   re-
ducción presupuestaria sino que además hay despi-
dos de trabajadores de la salud con vasta expe-
riencia en los estamentos públicos. Esto hace que
peligren  los efectores sanitarios que dependen del
Estado Nacional.

De 2003 a 2015 el Estado Nacional decidió recuperar
la iniciativa en materia de políticas públicas sanitarias
en articulación con los Estados Provinciales y Muni-
cipales. Con la recuperación del rol de rectoría del
Ministerio de Salud y la fuerte inversión del Estado
Nacional se pusieron en marcha las obras de distin-
tos hospitales. Sin embargo, y a pesar de estar gran
parte de las obras concluidas y del equipamiento
comprado, la población sigue sin poder hacer uso de
ese derecho. 

Un ejemplo de esto son los institutos nacionales de
diagnóstico, investigación, docencia y producción hoy
incluidos en la Administración Nacional de Laborato-
rios e Institutos de Salud “Dr. Carlos G. Malbrán”
(ANLIS) dependiente del ex Ministerio de Salud, que
se fundaron como respuesta a problemas sanitarios
como fiebre amarilla, malaria, chagas y tuberculosis.
En su misión ANLIS diseña, propone y ejecuta políti-
cas sanitarias de salud a partir de la investigación, pre-
vención, diagnóstico diferencial y tratamiento de
enfermedades de bases toxo-infecciosas, genéticas,
nutricionales y crónicas no transmisibles. Asimismo
tienen la responsabilidad primaria en la producción y
control de calidad de inmunobiológicos, en la coordi-
nación de redes de laboratorio y en la vigilancia, con-
trol de brotes e investigación epidemiológica y clínica
de enfermedades transmisibles y no transmisibles.

Sin embargo, en los últimos dos años y medio la
situación institucional es crítica, con infraestructura
sin mantenimiento, equipamientos obsoletos, suel-
dos que para los técnicos y profesionales resultan los
más bajos del sistema nacional de ciencia y tec-
nología, y que en el caso de los técnicos se ubican
por debajo de la línea de pobreza. Esto motiva la mi-
gración de personal altamente capacitado hacia el
empleo privado. En el presupuesto para 2019 se ob-
serva una reducción real en el presupuesto de esta
Administración del 15,8%.

Esto se vió reflejado claramente en los brotes de han-
tavirus  ocurridos durante el verano de este año,
donde el Instituto Malbrán, por primera vez en su his-
toria,  no pudo estar a la altura de las circunstancias. 

Con relación a los recursos humanos es fundamental
su reconocimiento salarial con el mejoramiento de las
condiciones de trabajo. Según los datos analizados
por el CEPA, en los últimos meses de 2018 se ob-
servó una caída de más del 30%  en el promedio de
los salarios de los trabajadores de la salud, con
relación al promedio de 2015/2016. Esta direcciona-
lidad intencional del gobierno  ha quedado muy evi-
dente ante el ajuste presupuestario en salud para
este año. 

La falta de cargos disponibles en todas las áreas, con
salarios y condiciones de trabajo que no son ni dig-
nas ni deseables propician que en muchos hospitales
los servicios y las guardias no funcionen o lo hagan
con muchas dificultades. Con el agravante que los
médicos residentes, luego de completar su capa-
citación especializada en el ámbito público, migran
al sector privado por las malas condiciones de salario
y de trabajo.  

Con el cambio de gestión en los gobiernos nacional
y bonaerense, se paralizaron o suspendieron todas
las actividades programadas para poner en fun-
cionamiento diferentes instituciones, programas de
salud, capacitación, etc.

Otro tema muy importante son los medicamentos. El
medicamento debe ser un bien social, no de mer-
cado. Debiera estar al servicio de la población de
acuerdo a las patologías crónicas y agudas exis-
tentes en nuestro país. Actualmente la industria far-
macéutica se ha apropiado en forma voraz y arbi-
traria de un área muy necesaria para la población
pero excesivamente utilizada. No sólo hay desregu-
lación de precios sino que han dado de baja al Plan
REMEDIAR que garantizaba los medicamentos esen-
ciales, es decir aquellos necesarios para cubrir cerca
del 90% de las enfermedades más frecuentes a
todas aquellas personas que se atienden en el sector
público en el Primer Nivel de Atención (centros de
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salud, centros de atención primaria, “salitas”, etc.) en
todo el territorio nacional. El programa REMEDIAR
contenía 74 medicamentos esenciales en su vade-
mécum garantizándole el acceso a 1,7 millones de
personas por mes. Pero además de garantizar el ac-
ceso a los medicamentos, el Programa REMEDIAR
representaba una estrategia de capacitación de los
equipos de salud en el uso racional de medicamen-
tos en la atención primaria de la salud. Estas capa-
citaciones no sólo aumentaron el nivel de conoci-
miento de los médicos sino que además democrati-
zaron los avances en la ciencia, siendo una de las
pocas instancias de capacitación continua de los
profesionales, llevada adelante por el Estado sin pa-
trocinio de la industria farmacéutica. El Programa RE-
MEDIAR logró reducir el gasto total en medicamen-
tos por parte de los individuos de los quintiles más
bajos, principalmente en aquellos en situación de
mayor vulnerabilidad.

Los precios de los medicamentos han sufrido un au-
mento acumulado superior al 180% en los últimos tres
años quedando por arriba de la inflación acumulada.
Cuando un Estado no regula, ocurren situaciones por
demás peligrosas para la salud de la población. Con
lo cual el mercado farmacéutico sigue influyendo
hasta en los  valores  de laboratorio normales hacia
abajo, para incorporar cada vez más medicamentos
en una forma agresiva dejando a la ciudadanía como
rehenes del mercado de la polimedicalización acep-
tando esto como necesario para poder vivir “mejor”.
Esto impacta en la salud por los efectos adversos e
interacciones de las drogas y en los salarios cada vez
más devaluados.

Nada hace más daño a los sistemas solidarios de
salud   que la prescripción indiscriminada y muchas
veces sin rigor científico de la polimedicalización, lo
que representa hoy en la Argentina el tercio exacto
de la inversión total en salud, cuando ningún país del
mundo destina a ese fin más del 14%. Actualmente
en nuestro país se  invierte  en los casos de obras
sociales sindicales y provinciales, más el PAMI, el
80% del monto destinado a la salud.

Sin embargo este esfuerzo solidario,  se ve compro-
metido por las políticas oficiales, que al fijar como
objetivo estratégico controlar “el déficit fiscal” y “las
metas de inflación”, tienden a ahorrar en las presta-
ciones sociales poniendo en peligro la salud de esas
poblaciones, ya que además de ahorrar, bajando pre-
supuesto, agrega la disparada de precios “del Mer-
cado” del medicamento.

La Producción Pública de Medicamentos instrumen-
tada por “la pesada herencia”, en la década ganada
promulgó las leyes 26.688 de PPM, la 27.113 de la
agencia de laboratorios públicos y la ley de trazabili-
dad, que servían de empresa testigo de precios del
Estado, frente a la prepotencia de la industria farma-
céutica. Ha sido congelada esta política de Estado,
por el neoliberalismo.

Las personas mayores, titulares de PAMI también
vieron incrementado el gasto de bolsillo por diversas
políticas implementadas en el organismo. Respecto
a los medicamentos al quitarles la cobertura al 100%
(salvo por vía de excepción), al  pasar de cubrir 10
medicamentos a cubrir 4 y al quitar 160 medicamen-
tos del listado de fármacos cubiertos, se aumentó la
vulnerabilidad de este sector de la población.

En síntesis, nuevamente se ha privilegiado la ganan-
cia de la industria en vez de garantizar la salud de la
población.

• Definir un vademécum básico nacional al ser-
vicio de las necesidades reales de la población y
no impuesta por el libre mercado.

• Retomar  el Programa REMEDIAR de provisión
de medicamentos con financiamiento presu-
puestario genuino proveniente del tesoro na-
cional.

• Retomar el poder de compra del Estado
cuando ello resulte en claras ventajas en el control
de precios abusivos promoviendo compras cen-
tralizadas y conjuntas de Nación, Provincias,
PAMI, Obras Sociales sindicales y provinciales,
etc.

• Reinstalar   los mecanismos de negociación de
precios regionales de los medicamentos de alto
costo, entre los países en desarrollo con coo-
peración técnica promoviendo un fuerte estímulo
a la investigación y desarrollo con el horizonte de
sustitución creciente de importaciones. 

• Defender el desarrollo nacional de medica-
mentos y productos médicos en general.

• Participar en forma  activa desde el  Estado
para garantizar la accesibilidad a los medicamen-
tos a través de políticas intersectoriales de pre-
cios y comercialización.

• Implementar políticas activas para un uso
racional de los medicamentos y de normas re-
gulatorias orientados a frenar el avance de la
medicalización de la vida.



Las enfermedades infectocontagiosas siempre han
sido ítems importantes en la lectura de la salud de la
población. La tuberculosis (TBC) y las enfermedades
de transmisión sexual (ETS) son algunos de los pará-
metros que tomaremos para analizar los resultados
de los programas de prevención.

Si bien los datos que surgen del ex Ministerio de
Salud son el resultado de una histórica lucha contra
estas enfermedades, muestran hoy un incremento
sostenido de los casos con un corrimiento de la edad
de los enfermos.

La tuberculosis es una enfermedad curable y pre-
venible, constituye aún hoy uno de los principales
problemas de salud pública. El informe presentado
describe la situación epidemiológica de todo el país
y muestra que durante 2017 se notificaron 11.695
casos, confirmando una tasa de 26,5 cada 100 mil
habitantes. El 50% de los casos nuevos se dan en la
población en edad productiva (20 a 44 años) y el 59
% de las notificaciones correspondieron a personas
de entre 15 y 44 años.

En su variante pediátrica y adolescente la tasa de no-
tificación (hasta 20 años) en Argentina es de 14,4
cada 100 mil habitantes y, comparando entre las ju-
risdicciones, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
posee la tasa más elevada con 32,9 por cada 100 mil
niños. Curiosamente, en la ciudad más rica del país,
cuyo gobierno ejerce desde hace 10 años, la TBC
sigue incrementándose.

Un tema preocupante es el incremento en nuestro
país de SÍFILIS, si bien hay una tendencia mundial
de aumento en la tasa de incidencia de esta enfer-
medad. Hay una escalada sostenida, 32.5 por 100
mil habitantes, que afecta a jóvenes de 15 a 24 años.
Tambien aumentó la sífilis congénita. Esto se debe a
la falta de políticas públicas en el tema, la resistencia
de seguir trabajando en las escuelas la educación in-
tegral sexual (ESI) y a la falta de entrega de preser-
vativos como antes se hacía.  

Evolución de Tasa de Notificación de Sífilis tem-
prana  y sin especificar en varones y mujeres por
100.000 habitantes. Argentina (2013/2017)

Evolución de la Sífilis temprana en ambos sexos 
y sin especificar según región de notificación. 
Argentina (2013/2017)

Por último, es necesario visibilizar la situación   actual de
la salud de los trabajadores y trabajadoras, pues han au-
mentado las muertes por accidentes de trabajo a
pesar del ocultamiento en el reconocimiento de estos
eventos.

La SRT acaba de publicar  el Informe Anual sobre Ac-
cidentabilidad Laboral 2017, bajo el título “Bajó la ac-
cidentabilidad laboral en las principales actividades
económicas”, lo que parece ser una buena noticia.
Ahora bien, analizando más detalladamente los ín-
dices publicados, primero debemos advertir la par-
cialidad de los mismos, ello en tanto se resalta lo
positivo pero no tanto así lo negativo que debiera lla-
mar nuestra atención para mejorar el sistema, y
además no comprende a todo el universo de la
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siniestralidad laboral en Argentina, no están los tra-
bajadores informales ni los siniestros no reconocidos.
Por otra parte, surgen preocupantes señales, como
ser que volvieron a aumentar los accidentes mortales
luego de varios años de baja, impulsados por las
principales actividades económicas que más desa-
rrollo tuvieron en la economía de los últimos 2 años
(minería, finanzas, electricidad, y en menor medida
agro); que continúa el grave ocultamiento de las en-
fermedades laborales volviendo a índices que se
habían superado desde hace 10 años; que el sistema
de riesgos del trabajo no diagnostica las principales
enfermedades que padecen los trabajadores; que
continúa el amesetamiento de trabajadores asegura-
dos desde 2015, con mayor aumento de traba-
jadores de casas particulares y no así en unidades
productivas; y que la reforma de la Ley 27.348 no ha
traído beneficios para los trabajadores como se di-
fundió, en lo que respecta a la prevención de riesgos
del trabajo, incumpliendo el Estado Nacional en ac-
tualizar la legislación sobre Prevención de Riesgos
del Trabajo, y en la creación de los Comités Paritarios
Mixtos de Seguridad y Salud en el Trabajo, como he-
rramienta efectiva para la mejora de las condiciones
laborales. 

Los datos del informe, sólo comprenden a los traba-
jadores con cobertura. No se contemplan a los tra-
bajadores informales (según Indec son el 34,2 %).
Además, y según un reciente informe del Observato-
rio de la SRT de marzo de 2018, al que no se le ha
dado mucha publicidad, pero puede ser consultado
en www.srt.gob.ar/observatorio, existen datos alar-
mantes sobre la falta de cobertura de los traba-
jadores, ello en tanto, según datos oficiales, sólo el
45,2 % de los trabajadores formales encuestados
manifestaron estar cubiertos por una ART.

Por otra parte, tampoco se incluyen en el informe las
patologías, ni las enfermedades profesionales (EP) no

reconocidas por el sistema, que son muchas. En
nuestro país sólo se reconocen de cada 100 casos
denunciados, 2,4 EP, mientras que en el mundo de
cada 100 casos se estiman 38 EP.

Por primera vez desde el año 2011 vuelve a crecer el
índice de los accidentes mortales, siendo los sec-
tores en donde más aumentaron, aquellos altamente
beneficiados por el modelo económico, como la mi-
nería (+36,9%), finanzas (+36,6%), electricidad
(+2,5%) y en menor medida el agro (+0,4%). También
aumentaron en transporte (+15,6%), y en comercio
(+13,3%), descendieron en construcción (-18,8%, tal
vez por la obra pública en 2017 que implica menores
riesgos que la obra privada), en manufactura (-12,1%
por la importante caída de la actividad), y en servicios
sociales (-1,9%).

En 2017 fallecieron 743 trabajadores reconocidos por
el sistema, contra 709 del año 2016. Siendo atribuible
esos fallecimientos a accidentes de trabajo (390) ac-
cidentes in itínere (337), enfermedades profesionales
(5) y reingresos (1). 

Índice de incidencia de fallecidos cada millón de
trabajadores cubiertos (unidades productivas)
2006-2017. 

Fuente: SRT 2017

En la mayoría de los países de América Latina existe
un subregistro de las EP, siendo éste un objetivo
para mejorar los sistemas de cobertura, en tanto
ante una enfermedad no reconocida o rechazada,
no existe prevención de riesgos, y su cobertura es
a cargo del trabajador, a través de su obra social o
sistema público. Con lo cual el descenso en las es-
tadísticas del reconocimiento de las EP no es una
buena noticia.

Las EP tienen actualmente un índice de recono-
cimiento muy bajo (2017: 1,21 cada 1.000 traba-
jadores), siendo la más baja del sistema de los últi-
mos 10 años (2006: 1,20 cada 1.000 trabajadores).
En 2017 sólo se notificaron 13.872, contra 16.348 del
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año 2016 lo que implica una reducción en el re-
conocimiento del 12,6%. Continúa siendo el “uso
forzado de la voz” la EP más reconocida por el sis-
tema (29,5%) junto a las “posiciones forzadas”
(29,4%), siendo relegada la “hipoacusia” (22%) típica
enfermedad industrial, seguramente por la caída de
la actividad manufacturera.

Índice de incidencia de enfermedades 
profesionales cada mil trabajadores cubiertos 
(unidades productivas) 2006-2017. 

Fuente: SRT 2017

El Estado Nacional, viene incumpliendo con su
obligación, de elevar el anteproyecto de ley de pre-
vención de riesgos laborales, conforme fuera es-
tablecido por el artículo 19 de la Ley 27.348.

Por otra parte, la SRT, debería cumplir con sus fun-
ciones legales (art. 36 de la ley 24.557), esto es, con-

trolar el cumplimiento de la normativa de salud y se-
guridad en el trabajo, controlar el efectivo otor-
gamiento de las prestaciones por parte de las ARTs,
aplicar sanciones ante los reiterados incumplimien-
tos, y mejorar el sistema en aquellos puntos eviden-
ciados por las estadísticas publicadas, ello en tanto
a pesar de los estruendosos supuestos logros que
informa la SRT, éstos no son tales, los trabajadores
continúan perdiendo la vida y trabajando en condi-
ciones inhumanas en accidentes que pueden ser evi-
tados, y en enfermedades que para ser prevenidas,
primero tienen que ser reconocidas como tales.

En los últimos tres años se observa un deterioro del
sistema de salud que sin lugar a dudas será nece-
sario revertir con la implementación de un modelo
sanitario que garantice el derecho a la salud para
todos los y las ciudadanos/as.

FUENTES DE INFORMACIÓN

- Foro para la salud

- Soberanía Sanitaria

- Boletín Enfermedades transmisibles Ministerio de Salud 2019

- Superintendencia de Riesgos del Trabajo Boletín Estadístico 

2018

- Espacio intersindical Salud, Trabajo y Participación de los 

Trabajadores.
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D e un lado del mostrador, cuatro mil comuni-
cadores han sido silenciados a causa del achique

o cierre de empresas editoriales,  radios y canales de
televisión o agencias de noticias que bajan las corti-
nas. También imprentas y periódicos que despiden
trabajadores. Del otro lado, plataformas que saltan
de 4,5 a 20 millones de clientes, a los que ofrecen
paquetes múltiples de información y entretenimiento.
De un lado, menos voces, del otro una toma extraor-
dinaria de ganancias.

En el medio, una sociedad empobrecida que asiste
al espectáculo doloroso de la multiplicación de la po-
breza, la caída del consumo, el cierre de fuentes la-
borales, la precarización social, las escuelas que se
caen a pedazos, el hambre de abuelos y chicos. Una
crisis que también es hambre de información y de
ciudadanía; menos noticias es también menos
democracia.

Nada es casual. De este lado, los tarifazos y la falta
de publicidad generan un apagón de transmisores,
rotativas y medios locales, mientras que del otro se
festejan balances donde la facturación salta de U$S
1.200 millones anuales en 2017 a U$S 4.295 millones

* Periodista, docente universitario, Especialista 
en Educación, Lenguajes y Medios.
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Una Sociedad 
con hambre de información

La sociedad de la información se ha convertido en otra falsa promesa del poder

global. Cada vez disponemos de menos fuentes, medios y periodistas, y cada vez

más nos bombardean con agendas de guerra judicial y criminalización de la política

en los noticieros y portales del mercado informativo. La realidad es la primera víc-

tima de esta guerra por controlar la opinión pública de los argentinos

Esta nota fue escrita antes del 11 de agosto de 2019, fecha en la que se llevaron
a cabo las PASO -Elecciones Primarias Abiertas Simultáneas y Obligatorias-.



en 2018 en el caso de empresas como la fusionada
Cablevisión Holding (Cablevisión + Telecom) según
datos oficiales.

De la mano de esas políticas de mercado, el acceso
a servicios de la información y las comunicaciones
ha quedado en manos de un cartel dominado por un
jugador con hegemonía en la producción y distribu-
ción de contenidos por plataformas múltiples, como
televisión,  telefonía (fija y móvil) y conectividad.  

La concentración y la pobreza son así dos caras de
una misma moneda. De un lado se reducen las
voces, del otro se amplifican. De un lado, murmullos;
del otro un vozarrón que no deja oír a los demás. Ese
ruido hace posible ocultar en los medios las penurias
económicas, hace invisibles a los pobres y al reclamo
social, estigmatiza a los maestros  y la dirigencia
sindical.

Un informe de la Defensoría del
Público de Servicios Audiovisuales,
sobre la relación entre noticias y
fuentes informativas en 2018, de-
mostró que las agendas mediáticas
están dominadas por la crónica poli-
cial; que la política aparece retratada
como un subgénero del crimen y  el
delito, y que las noticias en general
están cada vez más flojas de fuentes
informativas. Mientras la inseguridad
domina la agenda con el 37,2 % de la agenda noti-
ciosa, la educación apenas si alcanza el 2,4 del total.
Según el informe, el 65% de las noticias políticas de
Canal 13 careció de fuentes. Nadie sabe dónde
quedó la regla básica del periodismo referida a con-
sultar al menos dos versiones de la historia. Lo cierto
es que según el informe, ningún canal abierto al-
canzó el piso de, al menos, 1 noticia = 1 fuente.

Pero si la información no chequeada es la base de
las noticias en los medios tradicionales, la situación
en las redes digitales personalizadas es mucho peor.
La circulación de datos falsos, operaciones y tácticas
de desinformación deliberada, que el mismo sistema
despliega desde granjas vinculadas al poder político
y al sistema de inteligencia, funcionan como cortina
de humo. La realidad es sustituida así por opera-
ciones múltiples que apuntan a proteger a los
poderosos de la crítica política de la sociedad

Este escenario peligroso para la democracia ha sido
el fruto de una gestión vía decretos del gobierno de

Mauricio Macri, que además ha puesto en riesgo la
soberanía  comunicacional y la autonomía en el de-
sarrollo tecnológico.

El impacto se siente también en la cultura. Según el
análisis de Natalia Calcagno sobre datos del Sistema
de información Cultural de la Argentina, (SInCa) en
2017 cayó en forma alarmante el consumo cultural
producto tanto de la crisis económica como de las
nuevas prácticas tecnológicas. “Los indicadores a la
baja son contundentes; la lectura de libros  cayó
12%, la asistencia a recitales de música en vivo 16%,
la escucha de radio un 16%, la asistencia al cine 15%,
el uso de la PC,  8 puntos. En este panorama un in-
dicador sube, y de manera exponencial: el uso del
celular para conectarse a internet pasó del 9 al 70%
de la población. El smartphone pasó a ser de forma
masiva y, en el caso de los jóvenes, de manera uni-

versal, la ventana de acceso a los
contenidos culturales”, dice la autora
en un artículo.

La hegemonía de las plataformas en
el acceso a la información y la cultura
ha impactado las prácticas sociales
empujándolas al consumo de nube,
donde el grueso de la tajada se la lle-
van los intermediarios con sus
abonos, mientras los creadores lo
miran por TV. No se cumplen cuotas
de contenidos ni se respetan regula-

ciones que se ocupen de morigerar la concentración.
La cultura y las noticias han quedado entonces a la
intemperie frente a un Estado ausente que nada ve
ni fiscaliza.

La fantasía igualitaria y horizontal de la sociedad de
la información ha chocado finalmente con la concen-
tración de la propiedad y la explotación de los datos
personales como motores de un nuevo capitalismo
a escala mundial. Un puñado de grandes platafor-
mas, cuyas iniciales conforman el acrónimo GAFAM
(Google, Amazon, Facebook, Apple y Microsoft) or-
ganiza las decisiones sociales y culturales. Entre las
cinco facturan casi U$S 800 mil millones anuales.
Casi el doble del PBI argentino.

Este escenario requiere de políticas públicas y de un
Estado presente. Recuperar la dignidad del trabajo y
promover una sociedad más justa son horizontes inal-
canzables si no se combaten, al mismo tiempo, la po-
breza social y la pobreza informativa. Este es el gran
desafío del tiempo que viene. /
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E sta fuerza de agresión que es el macrismo,
aunque está muy lejos de haberse agotado, pre-

senta sí algunos signos de descomposición, pues se
ha vuelto visible la contradicción entre la impronta
alevosa que le ha dado a la vida económica del país
y su misma continuidad como fuerza política encar-
gada del gobierno de la nación. Nación a la que ha
endeudado brutalmente, a la que también de este
modo ataca. Si hoy, después de poco menos de un
mandato presidencial, nos restringiéramos a carac-
terizar al macrismo a partir de quienes son los
ganadores, sus favorecidos contantes y sonantes, el
ejercicio sería bastante simple: el capital financiero

expresado en el FMI y los bancos. La rapiña, lo peor
del capitalismo más o menos disimulado. Más
menos que más. De acuerdo, deberíamos añadir a
las empresas de energía, entreveradas con ese
mismo capital, y al campo con permiso para liquidar
las exportaciones cuando mejor lo considere. Pero
no mucho más; es decir, una delgada capa de la so-
ciedad asociada a la crema de la globalización que,
en la acepción que nos toca cada vez más -una vez
más-, se encuentra bajo la égida de EE.UU. 

El problema nada menor es que esto que atenta con-
tra la sociedad, y que la ha lastimado de tal modo
que costará tiempo y esfuerzo revertir sus estropi-
cios, se hizo cargo del gobierno precisamente un 10
de diciembre, en la fecha que se fijó para ese acto
después de la última dictadura. O sea, llegó a la Casa

Javier Trímboli*[ ]

¿Qué es el macrismo?

¿Qué es el macrismo? O ¿cómo entender este fuego sin pausa, graneado, que se viene
disparando sobre la sociedad, desde el 10 de diciembre de 2015? Para mayor com-
plejidad y como si hiciera falta recordarlo: se dispara desde la cima del Estado na-
cional y en consonancia con los Estados provinciales que con él se han alineado.
Algunos porque comparten todo: otros, obligados; algunos más, a regañadientes y
manteniendo políticas que los diferencian.

* Historiador- FLACSO.

Esta nota fue escrita antes del 11 de agosto de 2019, fecha en la que se llevaron
a cabo las PASO -Elecciones Primarias Abiertas Simultáneas y Obligatorias-.
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Rosada a través de elecciones democráticas. (Cos-
tará mucho la reversión; por empezar, que una fuerza
dispuesta a encararla llegue a gobernar a la Ar-
gentina; que esa fuerza se conforme sólo parcial-
mente depende de fórmulas electorales o los arma-
dos políticos. La acumulación de la potencia nece-
saria para hacer virar contundentemente las políticas
de daño desplegadas se encuentra en relación di-
recta con la lucha social.) Entonces: reduce drástica-
mente salarios y jubilaciones; reprime de acuerdo
con lo peor de la ley, también deformándola a su
gusto o sin ley; alienta la especulación y desalienta
la producción; encarcela a dirigentes sociales y políti-
cos; extorsiona a través de la justicia entrelazada
más que nunca con los servicios de inteligencia.
Todo esto el macrismo lo hace con respaldo social.
Incluso hoy, cuando las marcas de la devastación en
marcha están a la vista de todos, mantiene chances
electorales, a nivel nacional y en dos de las princi-
pales jurisdicciones, la ciudad de Buenos Aires y la
provincia de Buenos Aires. 

De este modo, cuando nos referimos al macrismo lo
hacemos a una fuerza de choque que  tuvo y aún
tiene la capacidad de expresar políticamente a una
porción significativa de la población. Que excede a
quienes obtienen directos réditos económicos de su
gestión, pero que, sin embargo, se monta sobre un
corte social, de clase. Podríamos pensarlo así: el
macrismo manifiesta principalmente a esa franja de
la población que menos precisa del Estado y de sus
instituciones, porque ha logrado -en efecto, lo en-
tiende como un logro- desarrollar su vida por fuera
de esa trama, y reproducirse a través de la mediación
del mercado. Es una franja que se ha ensanchado
desde los años de la última dictadura, a la par que
los Estados nacionales fueron erosionados en sobe-

ranía y potencia. Por tal motivo, el macrismo puede
llevar adelante su acción deletérea, por ejemplo
sobre las instituciones educativas y sobre la salud
pública, sin perder en el camino a una porción con-
siderable de sus electores. Es más: el núcleo social
duro de lo que sigue siendo el macrismo se siente
satisfecho por la agresión contra esa otra parte de la
sociedad, mayoritaria, que había levantado cabeza
de la precarización y del abandono. O que había
mejorado su salario, lo que redundó en mayor ca-
pacidad de consumo. Supo contagiar con su satis-
facción. La franja social que acompaña al macrismo
entendió como una afrenta que el Estado se recons-
tituyera y se preocupara con insistencia por la suerte
de quienes venían desde hace décadas postergados.
Aún cuando muchos de quienes adhieren a estas
políticas de estrago se estén disparando en el pie -o
en los dos pies y en los de sus hijos-, la impresión es
que soportarán un buen rato el dolor porque lo que
los alimenta subjetivamente procede de esa diferen-
ciación. 

A lo largo de nuestra historia, de distintas formas se
expresó esta fuerza social que hoy aún aglutina el
macrismo. Ésta última modulación llegó a ser lo que
es por cantidad de motivos. Anotemos dos: una
opinión pública que, como siempre, expresa a la
"buena sociedad" pero que, de un tiempo a esta
parte, encontró como batuta que la unifica y enerva
a la voz potenciada y omnipresente de los principales
medios de comunicación. Luego de movilizarse y
llenar plazas en todo el país, la franja de la población
en cuestión se dejó imantar políticamente por el re-
chazo visceral al kirchnerismo, esa versión del pero-
nismo que impulsó un proceso de reparación social,
luego de que la "crisis del 2001" y el levantamiento
de masas que con ella se entramó pusiera en
cuestión la factibilidad misma de este país. El fuego
que dispara o tolera es la respuesta a la sociedad
que se reconstituyó. 

Si nada indica que la crisis que atraviesa el macrismo
sea terminal, menos que menos se puede tener es-
peranza en que su base de apoyo desaparezca. Más
bien las chances son muchas de que salga a la
búsqueda de otra forma política, cosa que, por lo
demás, nunca es fácil de encontrar sostenidamente.
Los trabajadores en esta hora -en especial los de la
educación-, con sus luchas y haciéndose cargo de la
vida que el macrismo ataca, quizás hagan posible que
una parte de sus agresores, justamente aquellos que
se están autoinfligiendo el daño, adviertan el riesgo
que se cierne sobre todos. Sobre ellos también. /
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¿Qué es la Cultura? Somos coetáneos de una trans-
formación del concepto de cultura. Sin embargo, el
viejo paradigma de la cultura como las “bellas artes”
sólo para elegidos todavía persiste, así como tam-
bién su noción de quiénes son los sujetos culturales.
Por eso mismo, nombrar a la cultura en plural, las
culturas, y reconocerle su dimensión de derecho hu-
mano fundamental produce una ruptura episte-
mológica en relación con la visión de mundo que la
sitúa en un centro, en una sola tradición, en puntos
aislados de un mapa pequeño y cerrado desde el
que se la piensa como excepción y privilegio, y no
como la condición de posibilidad para asumirnos
desde la diversidad cultural, lingüística y étnica que
nos constituye. Porque los sujetos culturales son
todos y todas quienes habitan la Argentina. 

Díme cuánto y cómo inviertes en Cultura, 
Educación y Ciencia y te diré qué clase 
de sociedad propone tu gobierno. 

Formo parte de un colectivo de artistas y traba-
jadores de las culturas que en octubre del año
pasado denunció frente al anexo del Congreso el
“vaciamiento y el ajuste” que implica la disminución
del 20 por ciento del presupuesto para 2019. Conse-
cuencia inevitable de la pérdida de rango ministerial
que había alcanzado Cultura en el 2014. Fui parte de
ese ministerio que encabezó Teresa Parodi.

Ahora la gestión cultural devaluada en secretaría
acumula en estos tres años y medio de gobierno
macrista un 45 por ciento de pérdida en relación al
presupuesto nacional de 2015. 

Francisco Tete Romero*[ ]

* Escritor, docente y editor. 

Esta nota fue escrita antes del 11
de agosto de 2019, fecha en la que
se llevaron a cabo las PASO -Elec-
ciones Primarias Abiertas Si-
multáneas y Obligatorias-.



Sus áreas más afectadas son las siguientes: 

• Eliminación del programa de Fomento de “Fies-
tas, Ferias, Festivales Nacionales”. 

• Se suprime el presupuesto destinado al “Man-
tenimiento y Reparación de Museos y Edificios
Históricos”. 

• Desaparece el programa “Puntos de Cultura”,
por el que centenares de espacios culturales de
todo el país sostenían sus actividades. 

• Se recorta en un 88% el sostenimiento a la
Orquesta Sinfónica Nacional. 

• Se reduce en un 82% el presupuesto para el Im-
pulso a la Economía Creativa: MICA, MICSUR,
MATRA, Programa Festejar. 

• Cae en un 79% el presupuesto para la promo-
ción y apoyo a Orquestas Infantiles y Juveniles. 

• Disminuye en un 67% el sostenimiento de la
Banda Sinfónica Nacional de Ciegos. 

• Se reduce en un 25% el apoyo a las Bibliotecas
Populares (CONABIP). 

En cuanto a los Institutos específicos, tanto el de
Teatro (INT) como el de cine y artes visuales (INCAA)
y el de Música (INAMU), sufrieron severos recortes
que restringen fuertemente la producción teatral, ci-
nematográfica y musical nacional. Pensemos que las
industrias culturales llegaron a sostener medio millón
de empleos hasta finales de 2015. Hoy se perdió casi
un tercio de tales trabajos. 

La actividad teatral privada perdió casi un 50 por
ciento de su público, otro tanto ocurrió con el cine y
los espectáculos musicales. Esto obligó a que ce-
rraran o disminuyeran drásticamente la frecuencia de
sus funciones salas de teatro -en especial, las inde-
pendientes- y centros culturales, acosados sobre
todo por los siderales aumentos de tarifas de luz y
los alquileres. 

Pensemos en la pauperización cultural de nuestra TV
Pública y en general, en la producción de los canales
abiertos. Pensemos en el virtual estado de cese de
producción de los Canales Encuentro, Paka Paka y en
la anorexia y bulimia de la ficción televisiva nacional. 

La crisis pegó de lleno también en la industria cul-
tural. La Cámara Argentina del Libro reveló que las
tiradas cayeron a la mitad y las ventas, hasta un 35
por ciento. Además, se perdieron un 20 por ciento

del empleo en editoriales y cinco mil puestos en la
industria de impresión.

Pensemos, por ejemplo, que dicha industria pasó de
96 millones de libros invertidos por el Estado Ar-
gentino en el período 2003-2015, a través del Minis-
terio de Educación de la Nación y su Plan Nacional
de Lectura, entregados a todas las instituciones edu-
cativas y bibliotecas del país, a una partida de 400
mil manuales escolares cuyos contenidos y enfoques
en buena medida corresponden a marcos teóricos
muy perimidos. Vale destacar aquí la gran diversidad
y pluralidad de editoriales participantes, desde las más
grandes hasta las más chicas, tal como lo sostiene la
Cámara Argentina del Libro. Pensemos en las 5 mi-
llones 400 mil netbooks entregadas en dicho período
contra solo 100 mil en casi 4 años (en 2016, las rema-
nentes de 2015). Pensemos en las dos fábricas que
cerraron en Tierra del Fuego por tal causa.

En consecuencia, si tomamos como referencia para
evaluar la actual gestión de gobierno nacional los
presupuestos de educación, cultura, ciencia y tec-
nología, atravesados sin excepción por bruscos
ajustes -cercano al 42 % en educación, en relación
al presupuesto de 2018 y del 50 % en el caso de la
Ciencia, que pasó de ministerio a secretaría, como
Cultura-, cabe concluir entonces que la actual
política de concentración económica en una minoría
privilegiada para empobrecer a las grandes mayorías,
busca empobrecernos también el pensamiento
crítico y la sensibilidad. Para que aceptemos mansa-
mente la pérdida de nuestros derechos ciudadanos,
los culturales y educativos, para que naturalicemos
la desigualdad social. Para que nos volvamos adictos
al discurso que concibe a la cultura como un privile-
gio, a la educación pública como una caída, como
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un destino no deseado, a la ciencia como un gasto
inútil, sólo reservado para los países ricos o los sec-
tores privados. Para que no pensemos con corazón
y mente propios que no hay desarrollo soberano sin
inversión estratégica en cultura, educación, ciencia
y tecnología. 

Una Ley Federal de las Culturas, un debate por un
Proyecto Cultural de Nación.

El período comprendido entre 2003 y 2015 repre-
sentó un notable avance en la creación y desarrollo
de políticas públicas culturales. Sin embargo, no fue
posible la sanción de una Ley Federal de las Cul-
turas, pese a los múltiples foros realizados. Porque
existe un archipiélago legislativo nacional, pero no
contamos con una ley marco, que nos permita a
través de un Gran Congreso de Cultura Argentina -él
último fue en el 2013; Macri va a terminar su mandato
sin haber convocado a ningún Congreso-, debatir un
Proyecto Cultural de Nación en clave de soberanía y
emancipación, porque si es cierto que las culturas de

un país, son, sobre todo, los sentidos que le damos
a nuestros modos de vida comunitarias, hoy están
en disputa dos modos culturales de asumirnos como
sociedad: como un conjunto de individuos que sólo
prosperan por su mérito y esfuerzo o bien, como un
conjunto de vínculos sociales, de tejidos culturales
que traman nuestras vidas personales y comuni-
tarias. Porque entonces el mérito y el esfuerzo son
condiciones necesarias, pero no suficientes para vivir
con dignidad. Porque entonces cabe que nos inter-
pelemos si tales esfuerzos y méritos tienen los mis-
mos resultados ante el amparo o el desamparo de
las políticas públicas que visibilizan o invisibilizan
nuestro trajinar diario para ganarnos el sustento vital. 

Por un lado, la cultura del hiperindividualismo meri-
tócrata, antipolítico y  antiestatal. Por otro lado, las
culturas que reivindican el esfuerzo y el mérito pero
fundan su horizonte de valores en la solidaridad, la
memoria histórica y la firme convicción de querer ser
ciudadan@ de una Argentina Soberana. /
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